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JURISDICCIÓN VOLUNTARIA

El art. 2 del COT señala que también corresponde a los tribunales intervenir en aquellos asuntos no contenciosos en que una ley expresa requiera su intervención.

Por su parte, el art. 817 CPC. indica que: "Son actos judiciales no contenciosos aquellos que según la ley requieren la intervención del juez y en que no se promueve contienda alguna entre partes".

Estas son las disposiciones que en nuestra legislación contemplan la jurisdicción voluntaria, no contenciosa o graciosa.

Esta Jurisdicción voluntaria es definida como aquella que desarrollan los tribunales de justicia en los casos en que la ley requiera expresamente su intervención, y en que no se promueve contienda alguna entre las partes.

Sin embargo, esta es la definición que de actos judiciales no contenciosos contempla el CPC; pero no es la definición de "jurisdicción no contenciosa", toda vez que ésta no ha sido definida por el Código.

Según Urrutia Salas, el legislador tomó una serie de actividades del Estado en que no había juicio y la entregó a los tribunales de justicia, y esas actividades las denominó "actos judiciales no contenciosos". De ahí, colige este autor, que el legislador sólo ha considerado una especie de actos no contenciosos, los judiciales; pero no ha definido, en general, la jurisdicción no contenciosa, ni ha dicho que ella corresponda únicamente al Poder Judicial.

Criterios para distinguir entre actos de jurisdicción voluntaria y contenciosa.

Estas dos jurisdicciones, al emanar de un mismo órgano, el Poder Judicial, se presentan estrechamente vinculadas, con puntos de contacto y con estrechas analogías. De ahí la necesidad de determinar el campo propio de cada una.

A .- Un primer criterio establece que la J. Voluntaria reside en el derecho que tienen ciertos funcionarios públicos para dar fe de los actos jurídicos que en su presencia se celebran.

Según esta opinión, los magistrados no hacen, entonces, declaraciones de ninguna especie ni resuelven nada; sino que se limitan a solemnizar el acto o a darle un sello de autenticidad.

B .- Otro criterio, afirma que la J. Contenciosa se ejerce entre personas que, no estando de acuerdo en sus pretensiones, recurren a los tribunales de justicia para que éstos, en el ejercicio de sus atribuciones, precisen el derecho de las partes.

De ahí que, en Doctrina, a esta Jurisdicción Contenciosa se le denomine como "jurisdicción inter nolentes".

En cambio, la Jurisdicción no Contenciosa se ejercería voluntariamente entre personas que no tienen intereses encontrados, que no solicitan del tribunal declaraciones que puedan hacerse valer en contra de las mismas; sino que, al contrario, recurren a la Justicia por expresa disposición de la ley, y para poder realizar determinados actos jurídicos. De ahí que, en doctrina, se conozca a esta jurisdicción voluntaria sea conocida como "jurisdicción inter volentes". 

C .- Otra corriente atiende a la presencia o a la falta de contradictor, de modo que éste es el que viene, en definitiva, a determinar la naturaleza contenciosa o voluntaria, de la actuación. Por ende, lo que configura la relación procesal es la presencia o ausencia de este contradictor.

Este criterio lo sigue la mayoría de la Doctrina, no así las legislaciones más modernas.

D .- Según la tesis Moderna, la diferencia entre estos dos tipos de jurisdicciones reside sólo en la diversidad de las finalidades, de los objetivos que se persiguen con una u otra.

En nuestra legislación la diferencia fundamental radica en lo siguiente: en la J. Voluntaria hay una sola parte, y que recibe el nombre de "interesado", y es esta parte quien actúa frente al tribunal y la que le impetra una actuación de su interés, y no hay contradictor.

Asimismo, en nuestra legislación, en la J. Voluntaria no se solicita la actuación de la ley en contra de otra persona; sino que se pretende crear una nueva situación o estado jurídico, para lograr alguno de estos fines:

1. - Entrar en el ejercicio de algún derecho. Por ejemplo, la adopción; el reconocimiento de hijo natural.

2. - Para completar la capacidad del interesado, con el fin de ejecutar un acto jurídico eficaz. Por ejemplo, Nombramiento de Guardadores; Obtención de las diversas autorizaciones que se contemplan en la ley sustantiva.

3.- Para realizar ciertas formalidades prescritas por las leyes para la validez del acto de que se trata. Por ejemplo, la obligación de levantar inventario solemne; obtener la posesión efectiva de una herencia; o proceder a la tasación de ciertos bienes.

Fundamentos.

Para justificar la circunstancia de que se encargue a los tribunales de justicia el desarrollo de esta actividad, se dan fundamentalmente tres razones:

1. Razón histórica. Se dice que el hecho de los tribunales desarrollen esta actividad es una tradición jurídica que deriva del derecho romano. En Roma no existía separación entre las distintas funciones del Estado, de manera que los magistrados conocían no sólo de los asuntos jurisdiccionales propiamente tales, sino que también de muchos otros que era necesario rodear de cierta autenticidad.

2.  Razón de conveniencia social. Se dice que es conveniente encargar a los tribunales de justicia el desempeño de esta actividad para asegurar con eficacia la comprobación de los antecedentes de hecho y de derecho que los interesados esgriman en apoyo de sus peticiones.

3. Razón de conveniencia procesal. Los asuntos voluntarios pueden transformarse en contenciosos concurriendo determinadas condiciones. Y por ello, resulta mas conveniente entregar el conocimiento de los negocios voluntarios al mismo órgano que debería conocer del negocio contencioso, en caso de operar la transformación.

Naturaleza jurídica de esta actividad.

El problema que aquí se plantea es el de decidir si la actividad que desarrollan los tribunales al conocer de un asunto no contencioso significa el ejercicio de la función jurisdiccional o si, por el contrario, se trata en tal caso de una actividad de distinta naturaleza. Frente a este problema existen tres posiciones:

A)  Aquellos que sostienen que se trata de una actividad jurisdiccional. Quienes así piensan dicen que el ejercicio de esta actividad importa la realización de actos judiciales sometidos al conocimiento de los tribunales de justicia, y que deben resolverse por medio de una sentencia, y que por ello se trata de una actividad jurisdiccional. En esta primera posición se atiende para decidir la naturaleza de la función, al órgano que la ejercita. Constituye así una expresión del criterio orgánico.

B) La de quienes sostienen que se trata de una función administrativa.

Quienes sostienen esta tesis dicen que es evidente que la actividad que desarrollan los tribunales al conocer de un asunto no contencioso, no es una actividad legislativa. Pero, que tampoco significa el ejercicio de la actividad jurisdiccional, porque ésta tiene por finalidad exclusiva la de decidir conflictos jurídicos entre partes, lo que en estos casos no ocurre toda vez que en los asuntos voluntarios existe solo una parte.

Se concluye, por exclusión, que esta actividad es de carácter administrativo, puesto que las actividades del Estado o son legislativas, o son jurisdiccionales o son administrativas. Esta es la posición que cuenta con el apoyo de la mayoría de la doctrina, sobretodo de la italiana.

C) La de quienes sostienen que se trata de una actividad "sui generis".

Quienes así piensan, señalan que no se trata de una actividad jurisdiccional en razón de lo ya dicho. Pero tampoco es una actividad administrativa, porque el acto administrativo crea un vínculo jurídico directo entre la administración y el particular, lo que en los asuntos voluntarios no ocurre, ya que entre el particular y el juez no se crean derechos y obligaciones.

Finalidad.

Los actos no contenciosos son muy numerosos, y cada uno de ellos persigue una finalidad distinta, de manera que no es posible establecer un objetivo único.

Pero, sistematizando la finalidad perseguida por los diversos actos voluntarios, pueden señalarse como finalidades de esta actividad de los tribunales, las sgtes.:

1) Proteger los intereses de incapaces, velando porque ellos actúen en la vida jurídica con la debida garantía. Ej. nombramiento de tutores y curadores.

2) Completar la capacidad de ciertas personas, para que puedan actuar eficazmente en la vida jurídica. Ej. autorización judicial para enajenar, cuando se trata de los bienes de ciertos incapaces.

3) Declarar solemnemente un derecho que le corresponde al interesado. Ej. dación de la posesión efectiva de la herencia.

4) Autentificar determinados actos de particulares. Publicación y protocolización de testamentos; apertura de los mismos.

5) Constituir estados jurídicos nuevos. Ej. adopción en ciertos casos.

6) Evitar fraude a terceros. Ej., insinuación de donaciones.

Características.

1. Los tribunales no pueden ejercerla, sino en aquellos casos en que una ley expresa así lo disponga.

2. En los asuntos que son objeto de esta actividad no se promueve contienda entre partes, es decir, no existe alguien que pretenda algo en contra de otro.

3. En esos mismos asuntos no existen partes, solo hay uno, que recibe el nombre de interesado.

4. Las sentencias que se pronuncian en los asuntos que son materia de esta actividad, sólo producen cosa juzgada en determinadas condiciones.

5. En los asuntos no contenciosos no tiene influencia el fuero del interesado, para determinar el tribunal absolutamente competente. (art.133 COT y 827 CPC)

6. Dándose ciertos requisitos, los asuntos voluntarios pueden transformarse en contenciosos.

Diferencia con la jurisdicción contenciosa.

Este aspecto debe estudiarse desde dos puntos de vista:

A)  Desde los criterios que en el campo de la doctrina se han elaborado para distinguir la jurisdicción contenciosa de la llamada jurisdicción voluntaria.

B)  Considerando las diferencias concretas que en nuestra legislación, existen entre estas dos actividades.

A) Criterios doctrinarios.

Son los sgtes.:

· Criterio Romanista.
En Roma se confundían los actos de jurisdicción voluntaria con el derecho que tenían ciertos funcionarios públicos de autentificar los actos jurídicos que se desarrollaban ante ellos.

Debido a esto se sostuvo que la diferencia entre la jurisdicción contenciosa y la actividad voluntaria se encontraba en la circunstancia de que en la primera se debía proceder con conocimiento de causa, y en cambio, en la segunda este conocimiento no se exigía.

Conocimiento de causa es aquel en virtud del cual el interesado debe proporcionar los antecedentes probatorios al tribunal para que éste resuelva.

Este criterio es actualmente insostenible puesto que no es efectivo que en la jurisdicción voluntaria se proceda sin conocimiento de causa. Incluso mas, en algunos casos se exige expresamente este conocimiento.

· Criterio que atiende a la voluntad de las partes.

Según esta doctrina lo que distingue la jurisdicción contenciosa de la voluntaria es que en la primera se actúa siempre previa citación del demandado ante el juez, en cambio, en la segunda se actúa solo por la espontánea voluntad del interesado.

Se critica esta doctrina puesto que se dice que es imprecisa, y además porque existen asuntos contenciosos en que las partes voluntariamente someten la decisión de un asunto a un tribunal de justicia, como ocurre por ejemplo en los juicios arbitrales.

·   Criterio que atiende a los efectos del acto

Según esta tesis, lo que distingue a ambas actividades es la circunstancia de que el jurisdicción contenciosa las decisiones judiciales producen cosa juzgada, en cambio las resoluciones dictadas en los asuntos voluntarios, no producen cosa juzgada.

Se critica, porque se dice que las resoluciones dictadas en los negocios no contenciosos producen cosa juzgada, cumpliéndose determinados requisitos.

·   Criterio clásico.

Este es el seguido por nuestra legislación, según el cual la nota distintiva entre la jurisdicción contenciosa y voluntaria se encuentra en la existencia o ausencia de contienda. Y así, en la jurisdicción contenciosa, siempre existe contienda entre partes, porque siempre se pide algo en contra de otro. En cambio, en la jurisdicción voluntaria, no existe contienda puesto que no se pide algo en contra de otro.

·   Criterio Moderno.

Este criterio atiende a la distinta finalidad de una y otra actividad.

En la actividad contenciosa siempre existe la finalidad de resolver un conflicto jurídico, y por ello, siempre tiene como fundamento una relación jurídica ya existente.

La jurisdicción voluntaria en cambio, no persigue resolver conflictos jurídicos, sino que cooperar a la formación de una relación jurídica nueva.

B) Diferencias concretas.

· En la jurisdicción contenciosa los tribunales deben actuar siempre que se solicite su intervención en forma legal y en negocios de su competencia. En cambio, en la voluntaria sólo pueden actuar en aquellos casos en que una ley expresa requiere su intervención para una situación particular.

· En la contenciosa existen siempre dos partes, demandante y demandado. En la voluntaria, solo existe una parte, que recibe el nombre de interesado.

· En los contenciosos siempre existe contienda entre partes. En los voluntarios, tal contienda no existe.

· Las sentencias dictadas en los negocios contenciosos, producen normalmente cosa juzgada. En cambio, las sentencias pronunciadas en los asuntos voluntarios, sólo la producen en forma excepcional.

Los actos judiciales no contenciosos.

Estos están reglamentados en el Libro IV CPC, arts.817 a 925. Este libro IV consta de 15 títulos. El Titulo I, contiene las reglas generales aplicables a todos los actos judiciales no contenciosos, y los 14 títulos restantes contienen reglas particulares aplicables a cada uno de los actos voluntarios que en ellos se reglamentan.

Pero, los actos no contenciosos reglamentados en el Libro IV, no son los únicos que existen en nuestra legislación, puesto que también existen otros reglamentados en leyes distintas, como por ej. declaración de muerte presunta, pago por consignación.

Los actos no contenciosos son el objeto sobre el cual recae la jurisdicción voluntaria. El art.817 CPC, los define diciendo que son aquellos que según la ley requieren la intervención del juez y en que no se promueve contienda alguna entre partes. 

De esta manera, para estar en presencia de un acto judicial no contencioso, es necesaria la concurrencia de dos requisitos:

1. Que una ley señale en forma expresa que el tribunal debe intervenir en ese asunto.

2. Ausencia de contienda entre partes.

Naturaleza jurídica de los actos voluntarios.

El problema se plantea a través de la siguiente interrogante: 

¿El juez, al ejercer esta Jurisdicción lo hace en virtud de la "función jurisdiccional" que le es propia, o bien en virtud de la "función administrativa" que incidentalmente puede residir en él?

Este punto está íntimamente relacionado con las diferencias que existen entre el Acto administrativo y el Acto jurisdiccional.

Hay una diferencia fundamental, puesto que en el Acto jurisdiccional, el órgano queda al margen de la relación impuesta.

En cambio, en el Acto administrativo, la Administración forma parte de la relación misma.

Igual sucede en la jurisdicción voluntaria, ya que el tribunal al dictar resolución, también queda al margen de la relación que con esa resolución ha creado. 

Pero, en definitiva, poco importa determinar si esos actos tienen el carácter de "administrativos" o "jurisdiccionales", toda vez que hay texto expreso que resuelve el asunto. El art. 2 COT. señala que corresponde a los tribunales de justicia el conocimiento de esos actos ( F. Alessandri).

Los actos judiciales no contenciosos los define y contempla el art. 817 CPC. De esta norma aparece que, para que estemos en presencia de un acto judicial no contencioso, se precisan dos requisitos:

1.- Que la ley requiera expresamente la intervención del tribunal, y

2.- Que no se promueva contienda alguna entre partes.

De lo anterior se desprende que no hay más actos judiciales no contenciosos que los que la ley crea. Los particulares no pueden crearlos, a diferencia de lo que ocurre con los actos contenciosos, respecto de los cuales opera la "inexcusabilidad".

El segundo requisito, significa que no hay una parte que haga valer un derecho en contra de otra y, por ende, la sentencia que se dicte en este acto judicial no contencioso no va a imponer prestaciones recíprocas.

Clasificación.

I .- Los Actos Voluntarios, en atención a la autoridad ante la cual se ejecutan, se clasifican en:

a) - Actos realizados ante los jueces. Los que reciben el nombre de actos judiciales no contenciosos, a los que se refiere el Libro IV del CPC.

b) - Actos ejecutados ante autoridades judiciales que no son jueces. Por ejemplo, la información sumaria, que se rinde ante el Secretario de la Corte Suprema para obtener el Título de Abogado; también el Pago por Consignación que se realiza ante un receptor.

c) - Actos que se realizan ante autoridades administrativas. Por ejemplo, los que se ejecutan ante el Oficial del Registro Civil.

d) - Actos que se realizan ante autoridades políticas. Por ejemplo, la Inscripción en el Registro Electoral; la obtención de Personalidad Jurídica.

II.- Según su finalidad, los Actos Voluntarios se clasifican en :

a) - Actos destinados a constituir estados jurídicos nuevos. Por ejemplo, Adopción; Emancipación; Reconocimiento de Hijo Natural.

b) - Actos destinados a completar la capacidad de algunas personas para celebrar ciertos actos, y que importan medidas de protección establecidas en favor de los incapaces. Por ejemplo, Habilitación para comparecer en juicio; Nombramiento de Tutores y Curadores.

c) - Actos destinados a realizar ciertas solemnidades prescritas por la ley para entrar al goce de un derecho o para autenticar un acto jurídico válido. Por ejemplo, Inventario Solemne; Posesión Efectiva; Autorización Judicial para gravar.

Características.

1) Son esencialmente revocables, revocación que se obtiene a través de un recurso especial establecido para esta clase de actos y que es el recurso de revocación o modificación.

2) No afectan los derechos de terceros. Si un tercero se viere afectado por un acto no contencioso, dispone de dos caminos para defender sus intereses:

a) Hacer oposición al acto, para conseguir que éste se transforme en contencioso.

b) Solicitar en un juicio contradictorio posterior que el acto no contencioso sea dejado sin efecto.

Competencia para conocer de estos actos.

Por regla general, los tribunales absolutamente competentes para conocer de un acto no contencioso, son los Jueces de Letras. (art.43 COT)

La única excepción esta constituida por el nombramiento de curador ad litem que es de la competencia del tribunal que conozca del respectivo proceso.

Esta competencia absoluta no se altera por concurrencia del factor fuero. (arts.133 COT y 827 CPC) El tribunal relativamente competente es por regla general y de acuerdo con el art.134 COT, el del domicilio del interesado.

Si en el lugar de este domicilio hubiere varios jueces, conoce del asunto el juez de turno, exista o no en tal lugar Corte de Apelaciones. (art.179 COT)

Hacen excepción a esta regla los asuntos no contenciosos a que da lugar la sucesión por causa de muerte que, por regla general, deben ser conocidos por el juez del lugar en que el causante tuvo su último domicilio. (arts.148, 149 COT) Por otra parte, en estos negocios no procede la prórroga de competencia por prohibirlo el art.182 COT.

Disposiciones aplicables a estos actos.

1. Se les aplican las normas particulares que para cada uno de ellos se contienen en los distintos títulos del Libro IV, o ley que los establece.

2. Se les aplican las normas generales a todos los actos judiciales no contenciosos, contenidas en el Titulo I del Libro IV.

3. Se les aplican las normas comunes a todo procedimiento contenidas en el Libro I del CPC, en todo aquello que no aparezca modificados en el Libro IV. Ej. notificaciones.

4. Supletoriamente, se aplican las normas del Libro II, en razón de lo dispuesto en el art.3 CPC.

Tramitación de los actos no contenciosos.
En cuanto a la Tramitación, se pueden presentar diversas situaciones. Para llegar a determinar exactamente, cuál es la tramitación que debe darse a un Acto judicial No Contencioso, se debe distinguir las siguientes situaciones:

1. - Si se trata de un acto judicial no contencioso expresamente reglado en el CPC o en otro texto legal. Se aplican aquí las reglas especiales existentes para ello.

2. - Si se trata de un acto judicial no contencioso que no está reglado en el CPC; pero la ley le ordena al juez que proceda con conocimiento de causa.

Aquí se debe subdistinguir.

a) Si los antecedentes que acompaña el interesado suministran ese conocimiento de causa requerido por la ley. En este caso, el juez resuelve con el mérito de tales antecedentes.

b) Si los antecedentes acompañados por el interesado no entregan ese conocimiento de causa requerido por la ley. En este caso, el juez resolverá la solicitud, ordenando que se rinda, previamente, información sumaria acerca de los hechos que legitiman la presentación, y oirá, posteriormente, al defensor público.

3.-Si se trata de un negocio no contencioso que no esta reglado expresamente en el CPC; y respecto del cual la ley no ordena proceder "con conocimiento de causa". En esta situación, el tribunal resuelve de plano, vale decir, con el solo mérito de loa antecedentes que el interesado haya acompañado con su solicitud.

En esta materia encontramos una serie de reglas especiales, las que dicen relación con:

A.- Prueba.

B.- Resoluciones Judiciales.

C.- Recursos.

A.- Reglas relativas a la prueba.

Estas reglas están contenidas en los arts.818, 819 y 820, y dicen relación con la manera de rendir la prueba, con la iniciativa del tribunal en materia probatoria y con la valoración de la prueba.

1.- Manera de rendir la prueba.

De acuerdo con el art.818, aun cuando en los asuntos no contenciosos los tribunales deben proceder con conocimiento de causa, no es necesario que este conocimiento se les suministre con las solemnidades ordinarias de las pruebas judiciales. Ej. no será necesario acompañar instrumentos públicos con citación.

Por ello, según la misma norma, los hechos que deban acreditarse en un asunto no contencioso se probaran por medio de información sumaria. Según el inc.3 de la misma norma, esta información sumaria es la prueba de cualquiera especia rendida sin notificación ni intervención de contradictor y sin previo señalamiento de término probatorio.

2.- Iniciativa del tribunal en materia de prueba.

De acuerdo con el art.820, los jueces decretaran de oficio las diligencias informativas que estimen convenientes.

De este modo, en los asuntos voluntarios los jueces disponen de una amplia iniciativa en materia probatoria. En virtud de ello pueden decretar todas las medidas para mejor resolver que estimen necesarias.

Pero, estas medidas para mejor resolver presentan con las que pueden decretarse en los asuntos contenciosos, las sgtes. diferencias:

a) En los negocios contenciosos la posibilidad de decretar medidas para mejor resolver es sólo una facultad de los tribunales. En cambio, en los negocios voluntarios es una obligación, puesto que el art.820 emplea la forma verbal "decretaran" que tiene un carácter imperativo.

b) En los asuntos contenciosos los jueces sólo pueden decretar como medidas para mejor resolver aquellas que están señaladas en el art.159. En cambio, en materia voluntaria puede decretarse cualquiera diligencia probatoria que les parezca necesario.

c) En los negocios contenciosos las medidas para mejor resolver sólo pueden disponerse una vez que las partes han sido citadas para oír sentencia. En cambio, en los asuntos voluntarios, pueden ordenarse en cualquier estado del proceso, puesto que el art.820 no establece limitaciones en este aspecto.

3.- Apreciación de la prueba.

Según el art.819, la prueba se debe apreciar prudencialmente, lo que significa que en los negocios contenciosos impera en esta materia el sistema de la sana  crítica.

B - Reglas particulares relativas a las resoluciones judiciales.
En materia de resoluciones el Libro IV no contiene ninguna disposición, lo que ha provocado el problema de determinar si la clasificación contenida en el art.158 es o no aplicable a los negocios voluntarios.

Para algunos, tal clasificación no tiene aplicación en materia voluntaria, porque las definiciones que contiene el art.158 no se avienen con la especial naturaleza de los asuntos voluntarios.

Para otros en cambio, tal clasificación es plenamente aplicable a los asuntos voluntarios, puesto que se trata de una norma común a todo procedimiento, aun cuando algunas de estas definiciones habrá que adaptarlas a las especiales características de los actos no contenciosos. Y así, en materia voluntaria, la definición de sentencia definitiva no sería exactamente la que se contiene en el art.158, sino que sería aquella que pone fin a la instancia resolviendo la petición que ha sido objeto de la gestión no contenciosa.

Las demás definiciones del art.158 no presentan problemas aplicándolas a los asuntos no contenciosos.

Problema especial.
Se ha suscitado un problema especial en el campo de la doctrina y la jurisprudencia en relación con la naturaleza de la resolución que resuelve una gestión no contenciosa.

Quienes sostienen que el art.158 es inaplicable a este materia dicen que se trata de una resolución sui generis, lo que no tiene porque extrañar toda vez que hay otras resoluciones con las cuales ocurre igual fenómeno. Ej. resolución que resuelve el recurso de casación.

Quienes sostienen que el art.158 es aplicable en materia no contenciosa, discrepan en cuanto a la verdadera naturaleza de esta resolución. Y así:

Algunos piensan que se trata de un simple decreto, porque sólo tiene por objeto adelantar la tramitación del proceso. (Tomo 50 Revista. Corte de Apelaciones de Concepción)

Para otros se trata de un auto, e incluso en el lenguaje forense la resolución que concede la posesión efectiva de la herencia, es denominada auto de posesión efectiva. Pero, la gestión no contenciosa no es un incidente, sino que una gestión principal. Y los autos sólo tienen por finalidad resolver incidentes.

Otros opinan que se trata de sentencias interlocutorias, posición que no es aceptable porque la resolución respectiva no resuelve sobre un incidente ni tampoco sobre un tramite que debe servir de base para el pronunciamiento de otra sentencia interlocutoria o de una sentencia definitiva.

La mayoría es de opinión que se esta aquí en presencia de una sentencia definitiva, por dos razones:

a)  El art.822 admite a su respecto el recurso de casación el que por regla general, sólo procede en contra de sentencias definitivas.

b) El art.826 dice expresamente que se trata de una sentencia definitiva.

De acuerdo con este art.826, la sentencia definitiva que se dicte en una gestión no contenciosa debe reunir las sgtes. menciones:

1. Nombre, profesión u oficio y domicilio de los solicitantes.

2. Peticiones deducidas.

3. Razones que motivan la resolución cuando el tribunal debe proceder con conocimiento de causa.

4. La resolución del tribunal.

Además, estas sentencias deben cumplir con los requisitos generales a toda resolución judicial que señala el art.169.

C - Reglas particulares relativas a los recursos.

El Libro IV sólo se refiere expresamente a los recursos de apelación, casación y además a un recurso típico de los actos no contenciosos que es el recurso de revocación o modificación. Art.822.

Pero esto no significa que estos sean los únicos que puedan entablarse en una gestión voluntaria. Los recursos que aquí proceden son los sgtes.:

· Recurso de aclaración, agregación, rectificación o enmienda.

Ello porque esta reglamentado en el Libro I, y él no es incompatible con la especial naturaleza de los asuntos voluntarios.

· Recurso de reposición.

Por las mismas razones antedichas.

· Recurso de apelación.

Su procedencia la admite expresamente el art.822, señalando que él se rige íntegramente por las reglas generales.

· Recurso de casación en la forma y en el fondo.

Su procedencia también es admitida por el art.822, aplicándose a su respecto, las reglas generales que rigen estos recursos.

No obstante, respecto del recurso de casación en la forma se plantea el problema de si él puede o no fundarse en la causal 5 del art.768.

Algunos se inclinan por la negativa, porque el referido Nº5 se refiere a las sentencias dictadas con omisión de alguno de los requisitos indicados en el art.170, precepto éste que no es aplicable en materia voluntaria, ya que en estos asuntos la sentencia definitiva debe cumplir con los requisitos que señala el art.826.

Para otros el art.826 debe estimarse para estos efectos como equivalente al art.170 y, por tanto, sería posible fundar un recurso de casación en la forma en Nº5 del art.768.

· Recurso de hecho.

Ya que él es consecuencia necesaria de la apelación.

· Recurso de queja.

Ya que este recurso se admite en contra de todas las resoluciones judiciales de las cuales deriva falta o abuso.

· Recurso de revisión. No.

No procede el recurso de revisión, porque según el art.810 a través de él sólo se pueden impugnar las sentencias "ganadas" injustamente, y como aquí el que gana la sentencia es el interesado, es obvio que no podrá hacer uso de este recurso de revisión.

· Recurso de revocación o modificación.

Esta establecido en el art.821. Y puede definirse diciendo que es un recurso extraordinario que la ley concede al interesado, para obtener del mismo tribunal que las dictó, la revocación o modificación de las resoluciones negativas y de las afirmativas no cumplidas dictadas en los asuntos no contenciosos, siempre que hayan variado las circunstancias, y sin sujeción a los términos y formas establecidas para los asuntos contenciosos.

Características principales.

a) Esta establecido para ser interpuesto sólo por el interesado. (art.821). Sin embargo, la expresión "interesado" ha sido entendida en dos sentidos:

· en sentido restringido, referido sólo al solicitante de la gestión no contenciosa.

· en sentido amplio, significativo de todo aquel que puede tener interés en la revocación o modificación de la sentencia.

La mayoría, le asigna el primero de los significados.

b) Es un recurso de retractación, ya que de acuerdo con el art.821, el se interpone ante el mismo tribunal que dictó la resolución impugnada, y es también este mismo tribunal, el que debe resolverlo.

c) Es un recurso extraordinario, porque sólo procede en contra de determinadas resoluciones y porque no basta con el mero agravio para deducirlo.

Este recurso sólo se puede formular contra las resoluciones negativas dictadas en una gestión no contenciosa, es decir, aquellas que no dan lugar a la solicitud del interesado; y contra las resoluciones afirmativas, siempre que no estén cumplidas.

Por otro lado, no es suficiente la sola existencia de agravio para que el recurso sea procedente. Es necesario además que hayan variado las circunstancias existentes al momento en que se dicta la resolución impugnada.

Puede provocar problemas en este punto el decidir cuando una sentencia afirmativa no ha sido aun cumplida, dada la inmensa variedad de actos no contenciosos y sus distintas finalidades. De modo que para determinarlo debe atenderse a cada acto en particular. Ej. la posesión efectiva estará pendiente mientras no se inscriba.

En todo caso, como fórmula general se puede decir que el cumplimiento de una resolución afirmativa esta pendiente cuando el solicitante no ha obtenido aun la finalidad perseguida con el respectivo acto no contencioso.

d) No esta sujeto a los términos y formas establecidos paran los asuntos contenciosos. De manera que puede interponerse en cualquier tiempo, y su formulación no requiere del cumplimiento de formalidades especiales.

Efectos del acto judicial no contencioso.

La interrogante es si producen acción y excepción de cosa juzgada, las resoluciones dictadas en estos asuntos voluntarios.

Para precisar este efecto es menester distinguir:

1.- Resoluciones Negativas y Afirmativas Incumplidas, y

2.- Resoluciones Afirmativas Cumplidas.

En cuanto a las primeras, como conforme al art. 821 este tipo de resoluciones pueden modificarse o revocarse en cualquier momento, ellas jamás van a adquirir el carácter de "firmes" y, por ende, jamás van a producir el efecto de cosa juzgada.

En cuanto a las resoluciones afirmativas cumplidas, si esta resolución está cumplida adquiere el "carácter de firme", puesto que desde el momento en que ella se cumple, no es posible intentar ningún recurso que las modifique o altere o que las revoque.

Empero, hay que tener en cuenta que la acción de cosa juzgada no se aviene con las resoluciones no contenciosas, por cuanto el objetivo que se persigue con la acción de cosa juzgada es obtener el cumplimiento de lo resuelto, y justamente, estas resoluciones no contenciosas, con su cumplimiento, adquieren el carácter de firmes; de modo que se hace innecesario examinar si ellas producen acción de cosa juzgada.

Respecto de la excepción de cosa juzgada, para determinar si este acto de jurisdicción voluntaria produce o no este efecto, hay que distinguir:

a) Respecto del interesado,

b) Respecto de los terceros.

Respecto de estos terceros no hay excepción de cosa juzgada, ya que ellos no han intervenido en esta gestión voluntaria.

En cuanto al interesado, una vez cumplida la resolución va a producir excepción de cosa juzgada, y mediante ella, el interesado puede impedir que se revoque o modifique una resolución.

Oposición a la gestion no contenciosa.
En atención a la importancia que conlleva el pronunciamiento de una resolución no contenciosa que puede amagar intereses o derechos de terceros que no han intervenido en esa gestión voluntaria, la ley permite que esa gestión se transforme en contenciosa, y lo hace mediante la intervención de estos terceros que ven sus derechos comprometidos.

Al mismo tiempo, la ley se encargó de establecer los requisitos necesarios que permiten la intervención de esos terceros en un asunto voluntario que les afecta.

Los terceros, en un acto judicial voluntario que les afecta en sus derechos, pueden intervenir de las siguientes formas:

1.- Pueden hacerlo compareciendo al tribunal que conoce de este negocio voluntario, y evitar que se dé lugar a la petición del interesado, oponiéndose al acto impetrado por el interesado. Es decir, se opone cuando el asunto no contencioso está pendiente, en trámite.

2.- Pueden solicitar la nulidad del acto ya formado, cuando existen razones que así lo justifiquen y esta intervención se traduce en un juicio contradictorio posterior.

Requisitos para la oposición.   

Para que un tercero pueda oponerse es preciso que cumpla los siguientes requisitos:

a) Que formule oposición.

Existirá "oposición" cada vez que se presente un tercero en una gestión voluntaria solicitando al tribunal que no se acceda a la petición hecha por aquel que promueve la gestión.

b) Que la oposición emane de legítimo contradictor.

La ley no define lo que debe entenderse por "legítimo contradictor".

Para Urrutia Salas es legítimo contradictor aquel que puede figurar como parte en un proceso, es decir, quien puede figurar como sujeto o parte en una relación procesal, y por ende, que puede ser obligado por una resolución judicial.

Hay autores que señalan como legítimo contradictor al que, oponiéndose a las peticiones del interesado, alega derechos que excluyen en todo o parte los del solicitante.

Podemos definir al legitimo contradictor como aquella persona que, por poseer determinada calidad o titulo, excluye en todo o en parte los derechos invocados por el interesado, estando en condición de rebatir lo solicitado por éste, oponiéndose a que se acceda y, si ya accedió, al cumplimiento de lo resuelto afirmativamente. (J. Salas) 

Otros autores estiman que "legítimo contradictor" es todo aquel que invoca un título que justifica o autoriza la acción o demanda entablada. Entre estos dos elementos hay una estrecha relación. 

En efecto, si el título que se invoca permite suponer que la acción entablada se justifica, o está autorizando su ejercicio, sin duda que aquel que la hace valer puede ser legítimo contradictor.

El título invocado autorizará o justificará la acción entablada  cuando el tercero opositor tenga:

- capacidad de goce,

- interés, 

- calidad

Estas circunstancias deben cumplirse respecto de la acción que entabla por medio de la oposición formulada en esta gestión no contenciosa.

Será el Juez quien estudiará tanto el título que se invoca por el opositor como la acción que está entablada a través de la oposición, y examinará si ambos elementos se relacionan, para concluir si se está en presencia de un legítimo contradictor.

c) Que la oposición se formule en tiempo oportuno.

Respecto del requisito referido a que la oposición se haga en tiempo oportuno, existen dos doctrinas:

Para unos, la oposición tiene que ser formulada antes de que se resuelva la gestión no contenciosa. Se fundan para ello en el ART. 823 inc.2, el que indica que "Si la oposición se hace por quien no tiene derecho, el tribunal, desestimándola de plano, dictará resolución sobre el negocio principal".

Para otros, se puede deducir oposición hasta antes de que se cumpla la resolución a que se refiere este acto de jurisdicción voluntaria. Se apoya esta opinión en que la intención del legislador, al establecer este derecho de los terceros, fue velar porque sus derechos no se lesionaran injustamente. Pues bien, esta lesión se viene a producir precisamente, cuando se cumple la sentencia que pone término a la gestión voluntaria.

Así, por ejemplo, en una autorización para enajenar un bien raíz de una mujer casada, se podrá formular oposición hasta antes de que se haga ajeno el bien (antes de la inscripción, por cierto).

Finalidad que persigue el tercero con su oposición.

1. - Paralizar la gestión de jurisdicción no contenciosa, pasando a ser "contenciosa", y evitar así los posibles perjuicios que pudiere acarrearle la terminación de ese acto judicial voluntario.

2. - Lograr una sentencia judicial que deseche lo pedido por el interesado en este acto judicial voluntario, sea porque esa solicitud es improcedente en Derecho, sea porque tal declaración debe ser realizada en favor del propio opositor.

Naturaleza procesal de la oposición.

De esta finalidad dual fluye la naturaleza procesal de la solicitud de oposición. En efecto, La Oposición formulada por el legítimo contradictor constituye "un incidente" dentro de la gestión voluntaria, y es también una acción que sirve de punto de partida al procedimiento contencioso posterior.

Hasta cuando el tercero puede intervenir en la gestión.

1. - Hasta antes de que se dicte sentencia, pues lo que se busca es impedir que se forme el acto. Su fundamento dice que si se desecha la oposición se dictará sentencia en el acto mismo.

2. - Siempre que la sentencia aun esté incumplida. Las razones son que la finalidad de la oposición es evitar perjuicios que el tercero pueda evitar por esta oposición. También se basa en la ley.

Tramitación de la oposición.

Promovida la Oposición, el juez debe dar "traslado" de ella y, en este incidente, se va a discutir si este "opositor" es realmente un "legítimo contradictor".

No todas las opiniones concuerdan en este punto. Así, para don Mario Cassarino, este Incidente debe ser resuelto de plano por el juez, porque el juez tiene facultades discrecionales para apreciar si esa oposición reúne las condiciones necesarias que la ley requiere para alterar el procedimiento voluntario.

Este Incidente podrá ser resuelto por el juez, acogiendo o rechazando la petición.

Si la oposición es rechazada, vale decir, si el tercero no tiene el carácter de legítimo contradictor, tendrá que desestimar la oposición y ordenar seguir adelante la tramitación del acto judicial no contencioso.

Si la oposición es acogida, el juez estimará que ella cumple con todos los requisitos prevenidos por la ley para transformar este asunto voluntario en uno contencioso, y de acuerdo al ART. 823 "se hará contencioso el negocio y se sujetará a los trámites del juicio que corresponda".

Transformado el negocio en contencioso surge el problema de saber cuál es la tramitación posterior que sigue este juicio.

Para responder a esta cuestión han surgido diversas opiniones:

1. - Debe estimarse como demanda la presentación del interesado, por la cual se provocó el acto judicial no contencioso. Esta opinión no puede aceptarse, porque no es posible pretender que aquel interesado que provoca esta jurisdicción voluntaria, previendo una posible oposición, redacte su solicitud en tal forma que ella cumpla con los requisitos propios de una demanda.

2. - Una vez resuelto el incidente de oposición y acogiéndose ésta, el opositor, legítimo contradictor, debe presentar su demanda, vale decir, ejercer una nueva acción que reúna los caracteres de demanda.

3. - La solicitud de oposición es la que debe considerarse como demanda. Quienes así piensan se basan en el ART. 823, en la parte que señala "...se hará contencioso el negocio y se sujetará a los trámites del juicio que corresponda".

Agregan, que de otra manera no se estaría en situación de saber cuáles son los trámites posteriores del juicio, lo que implica saber previamente, la naturaleza de la acción entablada.

Efectos de la transformación voluntario contencioso.

Desde luego, este negocio se va a sujetar a los trámites del juicio que corresponda. Es decir, debe someterse al procedimiento que la ley establece, considerando la naturaleza de la acción entablada por el tercero opositor. De ahí, que este procedimiento podrá ser ordinario, sumario o especial.

Hay que considerar también que una vez proveída conforme a derecho, la solicitud de oposición, esa resolución debe notificarse personalmente al interesado y no al mandatario que éste haya podido constituir en esas gestiones voluntarias.

Recursos en contra de la resolución que se pronuncia sobre la oposición.

Para determinarlos hay que distinguir las siguientes situaciones:

1. - El juez acepta la oposición y la provee de acuerdo a la naturaleza de la acción que se entabló.

Como el juez, al darle curso, ha reconocido que la oposición reúne todos los requisitos necesarios para alterar la naturaleza de la relación procesal, y como esta solicitud es una cuestión accesoria que se promueve dentro del acto no contencioso y, como requiere pronunciamiento, esa resolución está fallando un incidente, y como tal, puede ser "Auto " o una "Sentencia Interlocutoria".

Sin embargo, atendidos los efectos que produce estamos en presencia de una sentencia interlocutoria y, desde luego, puede impugnarse por un Recurso de Apelación o de Casación en la Forma.

2.- Igual predicamento fluye si la resolución desestima la oposición de este tercero. También esta resolución es una sentencia interlocutoria y establece un derecho permanente a favor del interesado. Al ser esta sentencia interlocutoria, también negativa, será posible atacarla a través de los recursos ordinarios (apelación, casación en la forma).


